CADUCIDAD DE LA ACCIÓN – Término 
Tratándose de perjuicios causados como consecuencia de una obra pública que ocasionó daños y perjuicios, prolongados con el transcurso del  tiempo, la jurisprudencia de la Sección Tercera de esta Corporación ha identificado unos criterios para el computo de la caducidad, dentro de los cuales nos concierne recordar,  i) cuando se trata de daños producidos con ocasión de obras o trabajos públicos, frente al cual, es necesario que se evite la prolongación del conteo del tiempo, para ejercer la acción  o mecanismo, como quiera, que la materialización del daño se ejecuta en un solo instante, y ii) en aplicación de los principios pro actione y pro damato, en ciertos eventos el término de caducidad, [conocimiento cierto], a razón de esclarecer su situación fáctica, y a partir de ello, el tipo de caducidad que pueda presentarse, esto es, daño antijurídico producido por una obra pública, como por la ocupación temporal o permanente de un inmueble, para lo cual el cómputo de la caducidad deba tener en cuenta la fecha en la que la víctima o demandante conoció la existencia del hecho dañoso. 
OCUPACIÓN DE INMUEBLE – Responsabilidad
En relación con la ejecución de  obras que se ejecuten en un determinado predio, vale la pena considerar la ocupación temporal o permanente del inmueble en propiedad ajena por causa de trabajos públicos, y que es uno de los factores para determinar  la fecha cierta en el medio de control de Reparación Directa, y así lo manifiesta la norma al estipular en el art 140 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo  «la ocupación temporal o permanente de inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquiera otra causa imputable a una entidad pública».  

La ocupación permanente o definitiva por obras públicas es un hecho dañoso reconocido por la jurisprudencia del Consejo de Estado, como fuente de indemnización de la persona que ha visto afectados sus derechos de propiedad, posesión, uso, usufructo o habitación, y está prevista legalmente como una de las causas por las que el afectado puede reclamar directamente la reparación del daño, como lo dispone el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo. Así las cosas, cualquier ocupación del predio que tenga la virtud suficiente para limitar las atribuciones del titular del derecho de dominio sobre el bien inmueble, y que además tenga vocación de permanencia en el tiempo aun cuando no se busque la realización de una obra por parte de la administración, debe considerarse como ocupación permanente en los términos del artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, y merece ser reparada en los términos del artículo 90 de la Constitución Política, pero con las limitaciones que para el ejercicio de la acción indemnizatoria establece el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo.
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Bogotá D.C., quince (15) de octubre de dos mil quince (2015).
Radicación número: 08001-23-33-000-2014-00243-01(54842)
Actor: GUSTAVO CEBALLOS Y COMPAÑÍA S. EN C.

Demandado: SOCIEDAD DE CONSULTORES DEL DESARROLLO - CONDESA S.A, FONDO DE RESTAURACIÓN DE OBRAS E INVERSIONES HÍDRICAS DISTRITAL - MUNICIPIO DE PUERTO COLOMBIA

Referencia: MEDIO DE CONTROL DE REPARACIÓN DIRECTA (AUTO)
Asunto: CADUCIDAD DEL MEDIO DE CONTROL DE REPARACIÓN DIRECTA – conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad – concepto – cómputo de la caducidad en materia de ocupación de bienes inmuebles.
Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra el auto proferido el 10 de junio de 2014, por el Tribunal Administrativo del Atlántico, mediante el cual se rechazó de plano la demanda, por considerar que la misma se había presentado de manera extemporánea según lo estipulado por norma.

ANTECEDENTES
1.- Mediante escrito del 4 de abril de 2014, la sociedad GUSTAVO CEBALLOS Y COMPAÑÍA S. EN C. a través del apoderado JUAN GONZALEZ RADA formuló demanda de reparación directa contra la SOCIEDAD DE CONSULTORES DEL DESARROLLO-CONDESA S.A, FONDO DE RESTAURACION DE OBRAS E INVERSIONES HIDRICAS DISTRITAL –MUNICIPIO DE PUERTO COLOMBIA, a fin de que se declare la responsabilidad administrativa de estas y se reparen la totalidad de los daños materiales y morales ocasionados en los diez lotes de su propiedad, toda vez que se iba a realizar el proyecto urbanístico a se refiere el Plan Parcial de urbanismo Autorizado por el Decreto 0078 de 5 de julio de 2011 proferido por la Alcaldesa Municipal de Puerto Colombia, trabajos estos consistentes en la construcción del nuevo canal de desagüe y otras obras de ingeniería en el tramo del arroyo León Zona Papiros. 

2- En oficio expedido por la Procuraduría General de la Nación de fecha 12 de diciembre de 2013
, resuelve ADMITIR la solicitud de conciliación extrajudicial, solicitada por la parte actora GUSTAVO CEBALLOS RAMIRE y COMPAÑÍA S. EN C., contra CONSULTORES  DEL DESARROLLO S.A. (CONDESA S.A.)- FONDO DE RESTAURACION DE OBRAS E INVERSIONES HIDRICAS DISTRITAL-FOROHIDRICO DEL DISTRITO DE BARRANQUILLA- MUNICIPIO DE PUERTO COLOMBIA. 

Por medio de la cual, además se pudo establecer que en fecha del 27 de noviembre de 2013, realizó la presentación formal de la solicitud de conciliación. 

3- En acta de fecha 28 de marzo de 2014, se llevó a cabo la diligencia de conciliación extrajudicial. Dada la falta de intención a conciliar el procurador expuso
,  

(…) “teniendo en cuenta la falta de animo conciliatorio expresada por la entidad convocada, FONDO DE RESTAURACIÓN DE OBRAS HIDRICAS DISTRITAL  (FORO HIDRICO)- CONSULTORES DEL DESARROLLO S.A “CONDENSA S.A.” y la inasistencia de la convocada MUNICIPIO DE PUERTO COLOMBIA, lo que denota se (sic) falta de ánimo conciliatorio decide DECLARAR FALLIDA la presente Audiencia de Conciliación, dar por surtida la etapa conciliatoria y terminando el procedimiento extrajudicial se expedirá la respectiva constancia prevista en el numeral 2 del articulo 2 de la Ley 640 de 2001 y ordenará la devolución de los documentos aportados con la solicitud y el archivo del expediente.”(…) 

4- Mediante auto de fecha 10 de junio de 2014 el Tribunal Administrativo de Atlántico determinó rechazar la demandada de reparación directa interpuesta por la parte actora, con base en que operó la caducidad del medio de control. Dicha decisión se notificó por estado en fecha 11 de junio de 2014
.
5- En memorial presentado por la parte actora en fecha 16 de junio del 2014, se interpuso recurso de apelación contra el auto de fecha 10  de junio de 2014, proferido por el Tribunal Administrativo del Atlántico.   
CONSIDERACIONES
1- Esta Corporación es competente para conocer del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la decisión adoptada en auto del 23 de septiembre de 2014 por el Tribunal Administrativo del Atlántico, como quiera que el presente proceso tiene vocación de doble instancia en razón a la cuantía, pues la pretensión mayor individualmente considerada asciende a la suma de $2.673.637.500, equivalente a 4,34 salarios mínimos mensuales de 2014, año de presentación de la demanda, a razón de $616.000.00 el salario mínimo legal mensual, al tenor de lo dispuesto en los artículos 152.6 y 157 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.
Además la decisión adoptada por el a quo, de declarar de manera oficiosa la caducidad del medio de control y consecuentemente disponer el rechazo de la demanda, es susceptible del  recurso de apelación  por encontrarse consagrada en el numeral primero del artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

2.- A efectos de cumplir con tal cometido, se precisa el que problema jurídico planteado en el sub lite hace referencia a verificar si fue acertada la decisión del a-quo de rechazar la demanda, presentada por GUSTAVO CEBALLOS Y COMPAÑÍA S EN C., por considerar que se encontraba extemporánea, ello por cuanto, la fecha de conocimiento cierto, esto es, (9) de noviembre 2011 y según el principio de caducidad y el termino de caducidad para presentar la demanda corría hasta el (9) de noviembre de 2013, previo requisito de procedibilidad conciliatorio; no obstante el mismo se ejerció de manera extemporánea, 

2.1.- Conciliación Prejudicial como requisito de procedibilidad 

En lo que respecta a la conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad, adelantada ante el Ministerio Público, debe indicarse que la misma se ha instituido en el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009 y, recientemente, en el artículo 161 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en donde se lee en el numeral primero que “cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho reparación directa y controversias contractuales”. Se hace prudente advertir que la institucionalización de un requisito de tal naturaleza dispuesto como condición necesaria para acudir ante la jurisdicción se constituye en una carga procesal
 razonable y proporcionada asumible por la parte interesada en la procura de la tutela de sus derechos, sin que ello pueda tacharse, en modo alguno, de violatorio del derecho al acceso a la administración de justicia.

En efecto, debe decirse que la medida de la conciliación prejudicial deviene en razonable en tanto que con ella el legislador persigue que las partes acudan, de manera necesaria, a un primer acercamiento en torno a la discusión de la pretensión de quien a futuro será la parte accionante, propiciando las condiciones para que se finiquite la controversia planteada prescindiendo de la totalidad del trámite ordinario del proceso contencioso administrativo y suponiendo un ahorro de costos económicos y de tiempo tanto para los implicados en el asunto como para la Jurisdicción
, más ello no supone que las partes se encuentren indefectiblemente obligadas a lograr un acuerdo en dicha oportunidad, sino que se trata, si se quiere, de un intento de conciliación a cargo de las partes
. Por otro tanto, debe decirse que la inclusión de este mecanismo alterno de solución de conflictos deviene en necesario en tanto que contribuye, sin ser lesivo del derecho de acción, a la disminución de la cantidad de los asuntos litigiosos que son conocidos por la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, aspecto que a la postre redunda en una administración de justicia pronta y eficiente.

En este sentido, en lo relacionado al aspecto operativo de la conciliación prejudicial, se tiene que el artículo 21 de la Ley 640 de 2001 y el Decreto 1716 de 2009 indican que la presentación de la solicitud de conciliación extrajudicial en derecho ante el conciliador suspende el término de caducidad de la acción, hasta que se logre el acuerdo conciliatorio “o” hasta que el acta de conciliación se haya registrado en los casos en que este trámite sea exigido por la ley “o” hasta que se expidan las constancias a que se refiere el artículo 2 de la misma ley “o” hasta que se venza el término de tres (3) meses a que se refiere el artículo anterior, “lo que ocurra primero”.
3.- Caducidad del medio de control de reparación directa.

3.1.- La caducidad de esta pretensión como instituto procesal obtiene soporte y fundamento en el artículo 228 de la Constitución Política. Dicho fundamento constitucional determina la aplicación de los términos procesales en el ordenamiento jurídico, buscando ante todo la protección material de los derechos y la resolución definitiva de los conflictos que surgen a diario en el complejo tejido social
.
3.2.- Conforme a la estructuración conceptual de nuestra legislación, la figura de la caducidad del medio de control es de estricto orden público y de obligatorio cumplimiento, innegociable e irrenunciable en cuanto implica el reconocimiento normativo de un lapso habilitador para el ejercicio de ciertas acciones judiciales
. En esta perspectiva el legislador ha considerado que la no materialización del término límite establecido para la correspondiente caducidad constituye otro de los presupuestos para el debido ejercicio de la acción contencioso administrativa que estuvieren condicionadas para estos efectos por el elemento temporal
.

3.3.- Desde este punto de vista, la caducidad se institucionaliza como un concepto temporal, perentorio y preclusivo de orden, estabilidad, interés general y seguridad jurídica para los asociados y la administración desde la perspectiva procesal, generando certidumbre en cuanto a los tiempos de las personas para hacer valer sus derechos ante las autoridades judiciales
. En este sentido, las consecuencias del acaecimiento de la condición temporal que es manifiesta en toda caducidad implica la pérdida de oportunidad para reclamar por la vía judicial los derechos que se consideren vulnerados por causa de la actividad de la administración pública
.

3.4.- De manera concreta, en relación con la caducidad del medio de control de reparación directa dispone el artículo 164.2 literal i) del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, que “cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia.”
En ese sentido el Código de Procedimiento y de lo Contencioso Administrativo en el inciso segundo del literal i del artículo 164, establece tal excepción de la siguiente manera:

Por tanto, cuando acaecen hechos que dan lugar a una desaparición forzada, los términos de caducidad deben operar de manera diferente para el medio de control de reparación directa, y se podrán dar dos momentos desde los cuales se puede entender caducada la acción; el primero, desde el momento en que se tenga certeza acerca de la cesación de la conducta vulnerante que ocasiona el daño, es decir, desde el momento en que aparece la víctima o sus restos; y el segundo, que se da una vez se dé la ejecutoria del fallo definitivo adoptado en un proceso penal.

Sin perjuicio de la anterior, el legislador le otorga la posibilidad al accionante que pueda demandar desde el primer momento en que incurren los hechos, tiempo que no cuenta para efectos de la caducidad pues tal como se plasmó anteriormente existe norma especial para los casos del secuestro, norma que se debe interpretar entendiendo que la acción se encuentra caducada una vez aparezca la víctima, y solo en el caso de que esta no hubiere aparecido, es decir operando solo de manera subsidiaria se puede dar el segundo supuesto, respecto del cual se dice que se cuenta el termino desde la ejecutoria del fallo definitivo adoptado en el proceso penal.  

5.- Ocupación de bienes inmuebles

En relación con la ejecución de  obras que se ejecuten en un determinado previo, vale la pena considerar la ocupación temporal o permanente del inmueble en propiedad ajena por causa de trabajos públicos, y que es uno de los factores para determinar  la fecha cierta en el medio de control de Reparación Directa, y así lo manifiesta la norma al estipular en el art 140 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo  “la ocupación temporal o permanente de inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquiera otra causa imputable a una entidad pública”.  Así mismo la jurisprudencia ha definido la ocupación permanente y o definitiva, para lo cual propone,
(…)“Esta corporación ha tenido oportunidad de definir la ocupación permanente o definitiva de bienes inmuebles en los siguientes términos: La ocupación permanente o definitiva por obras públicas es un hecho dañoso reconocido por la jurisprudencia del Consejo de Estado, como fuente de indemnización de la persona que ha visto afectados sus derechos de propiedad, posesión, uso, usufructo o habitación, y está prevista legalmente como una de las causas por las que el afectado puede reclamar directamente la reparación del daño, como lo dispone el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo. Así las cosas, cualquier ocupación del predio que tenga la virtud suficiente para limitar las atribuciones del titular del derecho de dominio sobre el bien inmueble, y que además tenga vocación de permanencia en el tiempo aun cuando no se busque la realización de una obra por parte de la administración, debe considerarse como ocupación permanente en los términos del artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, y merece ser reparada en los términos del artículo 90 de la Constitución Política, pero con las limitaciones que para el ejercicio de la acción indemnizatoria establece el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo
.(…)
 6.- Caso concreto

Según lo esgrimido por el actor en el líbelo introductorio, el señor Gustavo Ceballos y COMPAÑÍA S EN C, solicitaron declarar responsable a la SOCIEDAD DE CONSULTORES DEL DESARROLLO -CODENSA- SA, FONDO DE RESTAURACIÓN, por perjuicios ocasionados debido a la construcción de una obra pública en el inmueble donde la parte actora pretendía ejecutar el PLAN PARCIAL DE URBANISMO concerniente en la construcción de un canal desagüe y otras obras de ingeniería.

De las pruebas allegadas y contenidas en el expediente, se pudo establecer que como consecuencia de los deslizamientos ocurridos en las zonas de laderas y los desbordamientos recurrentes de los arroyos, se produjo el desbordamiento del arroyo “León”, declarando la “urgencia en manifiesta”, basado en la declaración de obras en el inmediato futuro; se procedió a la celebración entre el FONDO DE RESTAURACIÓN, OBRAS E INVERSIONES HÍDRICAS DISTRITAL – FORO HIDRICO y el Contratista, CONSULTORES DE DESARROLLO SARMIENTO,  mediante Contrato de Obra N° FROIH-063/2011, de fecha 30 de marzo de 2011
, con un plazo de ejecución de (18) meses,  más la celebración de un contrato adicional N°1 del 13 de junio del 2013
, dentro del mismo término, la alcaldía de Barranquilla le adjudicó al demandado SOCIEDAD DE CONSULTORES DEL DESARROLLO – CODENSA - S,A, FONDO DE RESTAURACIÓN DE OBRAS E INVERSIONES HIDRICAS DISTRITAL, al “Mejoramiento de las Condiciones Ambientales de la Subcuenca del Arroyo Grane y León Fase.

Así mismo, mediante el Decreto N° 0078, de fecha 5 de julio de 2011
, se adoptó  el Plan Parcial denominado “PAPIROS PARK”, ubicado entre el corredor universitario y el kilómetro 4 de la vía al mar, en el municipio de Puerto Colombia,  otorgado por la Alcaldía Municipal, destinados al proyecto urbanístico, destinado a la construcción de una estación de servicios, y a la concreción del objetivo general del plan de ordenamiento territorial, para “Promover un modelo de ordenamiento  del territorio ambientalmente sostenible, competitivo y habitable.”. A partir del cual se otorgó y concedió mediante Resolución N° 200 de fecha 6 de octubre de 2011, la Licencia de Urbanismo, destinada  a “la adquisición de los derechos de construcción y desarrollo, ya sea parcelando, urbanizando o construyendo en los predios objeto de la misma en los términos y condiciones expresados” y la respectiva Licencia para la Construcción mediante Resolución N° 211 del 2 de noviembre de 2011, destinada para la “construcción de dos estaciones de servicio”.
Examinando la demanda instaurada, el demandante asevera que tuvo conocimiento del hecho dañoso a principios del mes de noviembre del año 2011, argumentando que “se ve sorprendida con la ejecución de unos trabajos de ingeniería”, pero así mismo mediante el ítem ɪɪ - HECHOS U OMISIONES QUE SIRVEN DE FUNDAMENTO A LA ACCIÓN, en el hecho OCTAVO expuso que se ejecutaron obras como “construcción de un canal nuevo con ancho no menos de 15 metros más la nueva ronda hídrica del mismo con la afectación total de una gran porción de terreno en una extensión aproximada a unos 900 metros cuadrados, daños en las cabeceras de los Bols Coolver fuera del área de la ronda hídrica, daños forestales tala de por lo menos unas 60.000 unidades de árboles nativos de distintas especies y edades”, dadas la descripciones manifiestas por el recurrente, se examina que trascurrió suficiente tiempo para que pudiera percatarse de los trabajos realizados en el predio, esto es, desde la preparación del terreno para la posterior ejecución de las obras predestinadas.
Ahora bien, al intentar descifrar la fecha a partir del cual el recurrente pudo haber tenido un conocimiento cierto del daño y de este modo poder determinar si es prudente decretar la admisión o rechazo del medio de control instaurado. Se pudo evidenciar y corroborar lo señalado por el recurrente, esta Corporación pudo constatar por medio de un juicio probatorio frente a los anexos aportados en el expediente, que en reiteradas ocasiones se intentó llegar a un acuerdo entre partes, tal como lo asevera los solicitudes realizadas en varias ocasiones por GUSTAVO CEBALLOS y COMPAÑÍA S. en C. (ahora COMPAÑÍA DE INVERSONES Y RECREACIÓN PAPIROS S.A.S), a la SOCIEDAD DE CONSULTORES DEL DESARROLLO- CONDENSA S.A, FONDO DE RESTAURACIÓN DE OBRAS E INVERSIONES HIDRICAS DISTRITAL- FORO HIDRICOG, para acordar un acuerdo a las obras realizadas en el predio, tal es el caso de las fechas 8
 , 21
, 24
 de noviembre de 2011. 

Dicho lo anterior, y según el Tribunal de instancia podría catalogarse que el recurrente pudo haber tenido conocimiento de los hechos a partir del 8 – 9 de noviembre del 2011, teniendo en cuenta las solicitudes presentadas y de las cuales indicaba que presentaba perjuicios irrogados con motivo de la construcción de la obra pública, y que con base en el numeral 2° del artículo 164 del C.P.A.C.A., los (2) años con los que contaba el afectado para ejercer el mecanismo jurídico prescribiría el 9 de noviembre del 2013. 

Ahora bien, para que pueda suspenderse el terminó de prescripción para interponer la demanda de Reparación Directa, la norma establece que debe cumplirse con el requisito de prejudicialidad, y solicitar ante la Procuraduría General celebrar audiencia de Conciliación Extrajudicial, tal y como se describió precedentemente. La realización de la misma debe celebrarse dentro del término para la interposición de la demanda o dentro de los (3) meses de la presentación de la solicitud, que para el caso en cuestión el tiempo en el cual podría ejecutarse la conciliación extrajudicial sería hasta el 9 de noviembre del 2013, pero dicha solicitud se realizó el 27 de noviembre del 2013, es decir, 12 días calendarios después, teniendo de este modo que para el a-quo se encontraba caducado el medio de control incoado. 

Por otro lado, el recurrente en el recurso de apelación interpuesto el 16 de junio de 2014, expresa que el tiempo desde el cual debería centrarse los dos años por ley para interponer demanda de reparación directa,  serian posteriores al 9 de noviembre del 2011, esto por cuanto, para esa fecha había culminado la obra que se adelantaba en el inmueble y hasta entonces correría el término, para lo cual especificó:

(…) “En el campo de la indemnización de trabajos públicos o derivados de una obra igualmente pública, la fecha de ejecución cumple con un papel decisivo como que permita en principio calificar la demanda como oportuna, dado que estas acciones de reparación directa desde que empezó a regir el Código Administrativo adoptado por el Decreto 01 de 1984
, tiene un término de caducidad de dos años contados a partir de la ejecución del trabajo o de la finalización de la obra pública.” (…)    

Ahora bien, tratándose de perjuicios causados como consecuencia de una obra pública que ocasionó daños y perjuicios, prolongados con el transcurso del  tiempo, la jurisprudencia de la Sección Tercera de esta Corporación ha identificado unos criterios para el computo de la caducidad
, dentro de los cuales nos concierne recordar,  i) cuando se trata de daños producidos con ocasión de obras o trabajos públicos
, frente al cual, es necesario que se evite la prolongación del conteo del tiempo, para ejercer la acción  o mecanismo, como quiera, que la materialización del daño se ejecuta en un solo instante, y ii) en aplicación de los principios pro actione y pro damato, en ciertos eventos el término de caducidad, (conocimiento cierto), a razón de esclarecer su situación fáctica, y a partir de ello, el tipo de caducidad que pueda presentarse, esto es, daño antijurídico producido por una obra pública, como por la ocupación temporal o permanente de un inmueble, para lo cual el cómputo de la caducidad deba tener en cuenta la fecha en la que la víctima o demandante conoció la existencia del hecho dañoso, así se ha señalado:
“[…]sostuvo la Sala que si “bien es cierto que el inciso 4º del artículo 136 del C. C. A. establece que el término de caducidad para instaurar la acción de reparación directa se cuenta a partir del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajeno por causa de trabajos públicos, dicha norma entendida de manera racional debe interpretarse en el sentido de que no basta con la realización pura y simple del hecho causante del daño sino que es necesario que haya sido conocido por el afectado, lo cual en la mayoría de las veces ocurre al mismo tiempo”
. Reiterada en las siguientes providencias: 10 de noviembre de 2000, expediente 18805; de 27 de febrero de 2003, expediente 23446; 2 de febrero de 2005, expediente 27994; de 11 de mayo de 2006, expediente 30325; de 18 de julio de 2007, expediente 30512.
De igual manera, siguiendo el hilo conductor del tema tratado, la Sección Tercera igualmente mediante auto estipuló
:
(…) “... en un tema tan complejo como el de la caducidad, que involucra de una parte razones de justicia y de otra el interés de la seguridad jurídica, no es posible establecer criterios absolutos, pues todo depende de las circunstancias que rodean el caso concreto. No obstante, no debe perderse de vista que de conformidad con la ley, para establecer el término de caducidad se debe tener en cuenta el momento de la producción del hecho, omisión, operación u ocupación generadores del perjuicio. Ahora bien, como el derecho a reclamar la reparación de los perjuicios sólo surge a partir del momento en que éstos se producen, es razonable considerar que el término de caducidad en los eventos de daños que se generan o manifiestan tiempo después de la ocurrencia del hecho, deberá contarse a partir de dicha existencia o manifestación fáctica, pues el daño es la primera condición para la procedencia de la acción reparatoria. Para la solución de los casos difíciles como los de los daños que se agravan con el tiempo, o de aquéllos que se producen sucesivamente, o de los que son el resultado de hechos sucesivos, el juez debe tener la máxima prudencia para definir el término de caducidad de la acción, de tal manera que si bien dé aplicación a la norma legal, la cual está prevista como garantía de seguridad jurídica, no se niegue la reparación cuando el conocimiento o manifestación de tales daños no concurra con su origen.” (…)

De esta manera, se evidencia que no es como el actor pretende indicar que se prolonga indeterminadamente el daño o perjuicio, sino como bien ha quedado expuesto, que es desde el momento del conocimiento del daño que el mismo actor indicó ante la administración, indicando los daños causados con motivo de la obra pública que se realizaba en su predio.

Así las cosas, para esta Corporación el término para interponer la demanda de Reparación Directa regia hasta el 9 de noviembre de 2013, como quiera, que se pudo inferir como fecha de conocimiento de los daños o perjuicios en el predio con la mencionada fecha, con base en las comunicaciones realizadas por el afectado al demandado solicitando un arreglo, manifestando los perjuicios y daños que se le estaban ocasionando, realizado el correspondiente cálculo de términos para la solicitud de la audiencia de conciliación extrajudicial, que le permitía suspender el tiempo para  insertar la acción contenciosa, esta Sala considera que la misma fue requerida  de manera extemporánea, concretamente 12 días posteriores, no quedando otra explicación más la de haberle fenecido la instancia para ejercer su derecho de defensa. 

Motivo por el cual, con explicación de lo relacionado en este proveído y de las pruebas allegadas junto con el expediente, que se procederá a confirmar la decisión adoptada por el Tribunal de instancia, al presentarse tanto la solicitud de conciliación prejudicial, como la demanda de reparación directa de manera extemporánea. 

En mérito de lo expuesto, la Subsección C de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, 

RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR la decisión adoptada por el Tribunal Administrativo del Atlántico mediante auto de 10 de junio de 2014, en el cual se rechazó de plano la demanda de la referencia, por haber operado el fenómeno de la caducidad del medio de control.

SEGUNDO: DEVOLVER el expediente al Tribunal de origen.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ              GUILLERMO SANCHEZ LUQUE

Presidenta de la Sala

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

� Fl 378 C1


� Fls 410-411 Cuaderno 1


� Fls 428-421, Cuaderno 1.


� El concepto de carga procesal  podría definirse como aquella exigencia de conducta radicada en cabeza de una parte a fin de satisfacer un interés o evitar la causación de una consecuencia desfavorable para sí. Couture, el procesalista uruguayo, la define como “una situación jurídica instituida en la ley consistente en el requerimiento de una conducta de realización facultativa, normalmente establecida en interés del propio sujeto, y cuya omisión trae aparejada una consecuencia gravosa para él.” COUTURE, Eduardo. Fundamentos del derecho procesal civil. 3° edición (póstuma), Buenos Aires, Editorial Depalma, 1958. Pág. 211. A su vez Devis Echandía también ha aludido a este concepto para definirlo como una relación jurídica activa “a contrario de la obligación y el derecho, que son relaciones jurídicas pasivas. Aquella se debe catalogar al lado del derecho subjetivo y la potestad, como una facultad o poder, porque su aspecto fundamental consiste en la posibilidad que tiene el sujeto, de acuerdo con la norma que la consagra de ejecutar libremente el acto objeto de ella, para su propio beneficio (…)  


En la carga, el sujeto se encuentra en absoluta libertad para escoger su conducta y ejecutar o no el acto que la norma contempla, no obstante que su inobservancia le puede acarrear consecuencias desfavorables, de manera que puede decidirse por soportar estas, sin que ninguna persona (ni el juez en las cargas procesales) pueda exigirle su cumplimiento y mucho menos obligarlo coercitivamente a ello (…)” DEVIS ECHANDÍA, Hernando. Nociones Generales de Derecho Procesal Civil. Madrid, Editorial Aguilar, 1966. Págs. 8-9.


� Sobre este punto la jurisprudencia Constitucional ha señalado: “En primer lugar, la conciliación prejudicial obligatoria en materia civil y contencioso administrativa resulta ser un medio adecuado y efectivamente conducente para garantizar el acceso a la justicia, como quiera ofrece un espacio para dar una solución a los conflictos por la vía de la autocomposición y permite que asuntos que normalmente no llegan a la justicia estatal formal porque las partes los consideran dispendiosos, difíciles o demasiado onerosos en términos de tiempo y esfuerzos, puedan ser ventilados y resueltos rápidamente y a un bajo costo.” Corte Constitucional, Sentencia C-1195 de 2001. M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra y Manuel José Cepeda Espinosa. 


� Al respecto la Corte Constitucional cuando ha analizado las normas legales que han instituido la conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad de la acción ha dicho: “La distinción entre la conciliación como acuerdo y el intento de conciliación como proceso es entonces decisiva, pues esa diferencia muestra que no hay nada de contradictorio en defender el carácter autocompositivo y voluntario de la conciliación con la posibilidad de que la ley imponga como requisito de procedibilidad que las partes busquen llegar a un acuerdo.” Corte Constitucional, Sentencia C-417 de 2002. M.P.: Eduardo Montealegre Lynett. 


� Corte Constitucional, SC-165 de 1993. “Desde esta perspectiva, es claro que la justicia, entendida como la resultante de la efectiva y recta mediación y resolución con carácter definitivo de los conflictos surgidos en el transcurso del devenir social, se mide en términos del referente social y no de uno de sus miembros”.


�Corte Constitucional. Sentencia C-832 del 8 de agosto de 2001, M. P.: Rodrigo Escobar Gil: “La caducidad es una institución jurídico procesal a través del cual el legislador, en uso de su potestad de configuración normativa, limita en el tiempo el derecho que tiene toda persona de acceder a la jurisdicción con el fin de obtener pronta y cumplida justicia. Su fundamento se halla en la necesidad por parte del conglomerado social de obtener seguridad jurídica, para evitar la paralización del tráfico jurídico. En esta medida, la caducidad no concede derechos subjetivos, sino que por el contrario apunta a la protección de un interés general. La caducidad impide el ejercicio de la acción, por lo cual cuando se ha configurado no puede iniciarse válidamente el proceso. Esta es una figura de orden público, lo que explica su carácter irrenunciable, y la posibilidad de ser declarada de oficio por parte del juez, cuando se verifique su ocurrencia”.


� Corte Constitucional, SC-351 de 1994. “Para nadie es desconocido que la sociedad entera tiene interés en que los procesos y controversias se cierren definitivamente, y que atendiendo ese propósito, se adoptan instituciones y mecanismos que pongan término a la posibilidad de realizar intemporal o indefinidamente actuaciones ante la administración de justicia, para que las partes actuen (sic) dentro de ciertos plazos y condiciones, desde luego, con observancia plena de las garantías constitucionales que aseguren amplias y plenas oportunidades de defensa y de contradicción del derecho en litigio”.


�Corte Constitucional. Sentencia C-781 del 13 de octubre de 1999, M. P.: Carlos Gaviria Díaz: “De otro lado, resulta necesario dotar de firmeza a las determinaciones oficiales estableciendo un momento a partir del cual ya no es posible controvertir algunas actuaciones. De lo contrario, el sistema jurídico se vería avocado a un estado de permanente latencia en donde la incertidumbre e imprecisión que rodearían el quehacer estatal entorpecerían el desarrollo de las funciones públicas. Ha dicho la Corte: ‘La caducidad es la extinción del derecho a la acción por cualquier causa, como el transcurso del tiempo, de manera que si el actor deja transcurrir los plazos fijados por la ley en forma objetiva, sin presentar la demanda, el mencionado derecho fenece inexorablemente, sin que pueda alegarse excusas algunas para revivirlos. Dichos plazos constituyen entonces una garantía para la seguridad jurídica y el interés general. Y es que la caducidad representa el límite dentro del cual el ciudadano debe reclamar del Estado determinado derecho; por ende, la actitud negligente de quien estuvo legitimado en la causa no puede ser objeto de protección, pues es un hecho cierto que quien dentro de las oportunidades procesales fijadas por la ley ejerce sus derechos, no se verá expuesto a perderlos por la ocurrencia del fenómeno indicado’. Ahora bien: los términos de caducidad no pueden interpretarse como una forma de negar el acceso a la justicia, precisamente porque la limitación de plazo para impugnar ciertos actos –y es algo en lo que se debe insistir– está sustentada en el principio de seguridad jurídica y crea una carga proporcionada en cabeza de los ciudadanos para que se interesen y participen prontamente en el control de actos que vulneran el ordenamiento jurídico. Ha añadido la Corte: ‘El derecho de acceso a la administración de justicia sufriría grave distorsión en su verdadero significado si, como lo desean los demandantes, éste pudiera concebirse como una posibilidad ilimitada, abierta a los ciudadanos sin condicionamientos de ninguna especie. Semejante concepción conduciría a la parálisis absoluta del aparato encargado de administrar justicia. Implícitamente supondría además la exoneración del individuo de toda ética de compromiso con la buena marcha de la justicia, y con su prestación recta y eficaz. Y, en fin, el sacrificio de la colectividad, al prevalecer el interés particular sobre el general. En suma, esa concepción impediría su funcionamiento eficaz, y conduciría a la imposibilidad de que el Estado brindara a los ciudadanos reales posibilidades de resolución de sus conflictos. Todo lo cual sí resultaría francamente contrario a la Carta’”.


�Corte Constitucional. Sentencia C-115 de 1998, M. P.: Hernando Herrera Vergara: “La ley establece un término para el ejercicio de las acciones contencioso administrativas (art. 136 cca), de manera que al no promoverse la acción dentro del mismo, se produce la caducidad. Ello surge a causa de la inactividad de los interesados para obtener por los medios judiciales requeridos la defensa y el reconocimiento de los daños antijurídicos imputables al Estado. Dichos plazos constituyen entonces una garantía para la seguridad jurídica y el interés general. Y es que la caducidad representa el límite dentro del cual el ciudadano debe reclamar del Estado determinado derecho; por ende, la actitud negligente de quien estuvo legitimado en la causa no puede ser objeto de protección, pues es un hecho cierto que quien dentro de las oportunidades procesales fijadas por la ley ejerce sus derechos, no se verá expuesto a perderlos por la ocurrencia del fenómeno indicado”. 


� Consejo de Estado, Sala Plena de Sección Tercera, auto de 9 de febrero de 2011, Radicado 2008-00301 (38271) C.P. Danilo Rojas Betancourth


� Fls 72-81 C1


� Fls 82-85 C1


� Fls 110- 122 C1


� Fl 88 del Cuaderno 1


� Fl 90-91 ibidem


� Fl 89 ibidem


� Modificado por la ley 1437 del 2011, art 164, literal (i).


� Sección Tercera- Subsección C, PM: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA, Fecha: (26) de febrero de (2015), 30.381


� Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 26 de julio de 2011, expediente 21281. “[…] el daño que se reclama es precisamente la ocupación del inmueble una vez culminada la obra, mientras que en la segunda hipótesis la lesión antijurídica que se invoca reside en la afectación a bienes, derechos o intereses legítimos –distintos a la ocupación del terreno– en medio de la ejecución de la obra pública”.


� Sección Tercera, sentencia del 11 de mayo de 2000, expediente 12200.


� Consejo de Estado, C.P. Enrique Gil Botero,  Sección Tercera, auto del 16 de agosto de 2001, Exp. 13.772,





